SANEAMIENTO DE LOS BIENES EN PERMUTA/ Efectos/ Mora en el pago de servicios públicos no constituye causal de saneamiento por evicción o por vicios ocultos/ Inexistencia de la obligación/ Prueba de usos y costumbres
“(…) no pretenden los demandantes se les ampare en la posesión del inmueble que recibieron porque sufrieran molestias en su derecho real de dominio ante la intervención de un tercero y se haya producido la evicción; tampoco alegaron estar en presencia de vicios redhibitorios, pues no se hace relación en la demanda a defectos ocultos de la cosa (…)”
“En este caso la pretensión principal de la demanda tiene fin distinto, concretamente se dirige a obtener se condene a los demandados al pago de una suma de dinero, se repite, por concepto de la prestación de servicios públicos en el inmueble transferido a los actores y que se dejaron de cancelar. Por tanto, no puede hallarse en la cláusula cuarta del contrato de permuta, que se invoca como fuente de la obligación, la existencia de aquella que se reclama.

Tampoco en las demás estipulaciones de ese convenio, pues de su lectura surge evidente que ningún compromiso adquirió el señor Niño Ocampo respecto del pago a los demandantes de las sumas cuyo reconocimiento solicitan.”
“No se comparte el argumento de la funcionaria de primera sede, en cuanto afirmó, para acceder a las pretensiones, que `Dentro de los usos y costumbres de un inmueble, hace parte en que tenga sus servicios públicos básicos y que se encuentre a paz y salvo por esos conceptos´, pues esos usos y costumbre, de ser tales, no se demostraron conforme lo ordena el artículo 189 del Código de Procedimiento Civil, `con documentos auténticos o con un conjunto de testimonios´.

AGENCIAS EN DERECHO/ Improcedencia por la aplicación del Código General del Proceso para asuntos que no guardan relación con el recurso interpuesto y decidido en aplicación del Código de Procedimiento Civil 
Para la mayoría de la Sala no es del caso fijar agencias en derecho, por cuanto se trata de tema ajeno al recurso de apelación y por ende, se aplica el Código General del Proceso.

Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia del 16 de diciembre de 2013 -rad. 11001-3103-023-1997-04959-01-.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

     Pereira, marzo once (11) de dos mil dieciséis (2016)
Acta No. 121 del 9 de marzo de 2016       

Expediente No. 66001-31-03-003-2011-00369-02
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 29 de abril de 2014, en el proceso ordinario promovido por los señores Fabio Corrales López y María Nohemí Duque de Corrales contra Gustavo Niño Sua y Gustavo Adolfo Niño Ocampo. 

PRETENSIONES  

Con la acción instaurada pretenden los demandantes se condene solidariamente a los demandados a pagarles las siguientes sumas de dinero: (i) $40.348.327 por concepto de servicios públicos que no fueron cancelados por los accionados al momento de entregarles uno de los bienes permutados, o la suma que resulte cuando se efectúe dicho pago; (ii) $450.000 mensuales, desde el 29 de agosto de 2009 hasta la fecha en que se cancele la deuda en las empresas públicas. Pidieron igualmente la indexación de las sumas anteriores y la condena en costas para los destinatarios de la acción.

HECHOS

Como constitutivos de la causa petendi, invocaron en la demanda y en escrito por medio del cual se aclaró, los que a continuación se sintetizan: 

a. El 29 de agosto de 2009 las partes celebraron un contrato de permuta, por medio del cual los actores transfirieron a los demandados el segundo piso de una edificación de dos plantas ubicada en la “calle 15 cruce con carrera 6 Nos. 6-10 por la calle 14 y No. 14-44 por la carrera, y según paz y salvo de predial ubicado en la Kra. 14 No. 51/03/05/07 Cll.51 La Castellana, Dosquebradas; los demandados por su parte entregaban una casa de habitación de dos plantas, con su correspondiente lote de terreno, ubicada en la carrera 10 bis, entre calles 22 y 23 números 22/27/29/31 del área urbana del municipio de Pereira.

b. El referido contrato se perfeccionó por escritura pública No. 5831 del 6 de noviembre de 2009, otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira, debidamente registrada.

c. En la cláusula cuarta se pactó que los bienes permutados se entregaban a paz y salvo de toda clase de gravámenes y que saldrían al saneamiento de los mismos en todos los casos de ley. 

d. El Notario los exhortó sobre la importancia de presentar paz y salvo por servicios públicos ante lo cual los contratantes acordaron que no era necesario porque cada uno se comprometía a cancelarlos y entregar los predios al día en el pago por tales conceptos.
e. Los demandantes cumplieron lo pactado, mas no los demandados que adeudan, a la fecha de presentación de la demanda, por concepto de energía y acueducto del inmueble que entregaron, la suma de $40.348.327, que se incrementa mensualmente y por tanto, el valor adeudado es el que resulte de las facturas al momento de hacerse el pago.

f. Los actores han sufrido graves perjuicios económicos porque a excepción de un apartamento y un local que ocupan los demandados en calidad de arrendatarios, los demás se encuentran sin servicios públicos de energía y agua, lo que ha impedido su arrendamiento, dejando de percibir por ese concepto, la suma de $450.000 mensuales, desde el 29 de agosto de 2010.

g. Los accionados fueron citados en dos oportunidades ante el Juez de Paz de esta ciudad para intentar una conciliación como requisito de procedibilidad, pero no acudieron.  

ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Después de que el Juzgado Segundo Civil Municipal de la ciudad declarara su incompetencia para conocer del asunto por la cuantía de las pretensiones, la demanda se admitió por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira mediante providencia del 13 de enero de 2012.

2.-Trabada la relación jurídica procesal, los demandados, por medio de apoderada común, dieron respuesta al libelo. Aceptaron parcialmente los hechos de la demanda; otros fueron negados y respecto de los demás expresaron que no les constaban. Se opusieron a las pretensiones y formularon como excepciones de fondo las que denominaron “inexistencia de la obligación”, “falta de legitimación”, “cobro de lo no debido” y la “genérica”. 

3.- Surtido el traslado de las excepciones propuestas, se realizó la audiencia que regula el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil sin que se hubiese logrado la conciliación por la inasistencia de los demandados. Luego se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, ocasión que solo aprovechó la parte actora. Sin fundamento legal alguno, posteriormente, se otorgó la misma oportunidad y en esta intervino la parte demandada. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se produjo el 29 de abril de 2014. En ella decidió la señora Jueza Tercera Civil del Circuito de Pereira: a) declarar probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva en relación con el señor Gustavo Niño Sua; b) condenar al demandado Gustavo Adolfo Niño Ocampo a pagar a los demandantes la suma de $40.239.587, con sus respectivos intereses y c) condenar en costas al demandado. Omitió pronunciarse frente a la segunda pretensión.

Para decidir así, consideró que a pesar de que el señor Gustavo Niño Sua fue el contacto para hacer la negociación, ese solo hecho no lo hace responsable de los perjuicios que se reclaman; además, porque el propietario del inmueble permutado era el señor Gustavo Adolfo Niño Ocampo. Luego hizo algunas precisiones sobre la definición y clasificación de la responsabilidad civil; adujo que en el presente caso se está frente a una de tipo contractual, específicamente derivada del contrato de permuta celebrado entre las partes, del que se desprende que el demandado se comprometió a entregar el inmueble “con sus usos y costumbres”, además de salir a su saneamiento y afirmó que “Dentro de los usos y costumbres de un inmueble, hace parte en que tenga sus servicios públicos básicos y que se encuentre a paz y salvo por esos conceptos”, obligación que consideró insatisfecha porque no se entregó el predio a paz y salvo por concepto de servicios públicos de energía y acueducto y no se pactó que los demandantes asumirían tal carga. Agregó que el silencio de los contratantes frente al requerimiento del notario para que presentaran los paz y salvos por tal concepto, no traduce que quien era el propietario quedara liberado de cancelar esa obligación y este, de manera maliciosa, guardó silencio a pesar de que conocía la existencia de la deuda. Concluyó que de no ordenarse el pago, se patrocinaría un enriquecimiento sin causa en favor del señor Gustavo Adolfo Niño Ocampo.
La parte demandada, inconforme con el fallo, lo apeló.

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Alegó la apoderada que lo representa que lo que se pretende en la demanda, respecto al pago que debe hacerse a los demandados, de los servicios públicos, es contraria a derecho toda vez que favorece a personas naturales cuando la deuda se tiene con una persona jurídica. También, que no existe soporte, contrario a lo afirmado en la demanda, sobre la obligación a cargo de los contratantes, de pagar cada uno los servicios públicos de los inmuebles entregados en permuta y aunque la deuda existe, no era desconocida para los permutantes, quienes celebraron el contrato el 29 de agosto de 2009 “y se elevó a escritura pública el 6 de noviembre del mismo año”, por lo que transcurrió un tiempo suficiente para sanear los bienes o percatarse de lo que hiciera falta, si no estaba conforme a lo negociado o acordado”.

Insiste en que en la escritura pública de permuta nada se mencionó sobre servicios públicos; el asunto guarda relación con una acumulación de cobros por concepto de servicios públicos, que quiere hacerse ver como un vicio oculto “cuando ello salta a la vista a un de una persona que tenga un mínimo de conocimientos”; las partes en el contrato tienen compromisos, entre ellos el revisar que el bien recibido está en perfectas condiciones, a no ser que decida recibir con vicios, “como fue el caso de los demandantes”, quienes conocían la existencia de la deuda.
CONSIDERACIONES 

1.- Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.  

2.- Los actores y el demandado Gustavo Adolfo Niño Ocampo se encuentran legitimados en la causa, en tanto que fueron las personas que intervinieron en el contrato de permuta del cual se pretende derivar la responsabilidad alegada, tal como lo acredita la copia auténtica la escritura pública No. 5.831 del 6 de noviembre de 2009, otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira
, que se aportó con la demanda.

No lo está el señor Gustavo Niño Sua, quien no participó en el referido convenio, tal como lo concluyó la señora jueza de primera instancia.

3.- Con la acción instaurada pretenden los actores obtener se condene a los demandados a pagar: a) la suma de $40.348.327 o aquella a que ascienda la deuda por concepto de servicios públicos de uno de los inmuebles entregados a los demandantes y que se adeudaban para la fecha en que las partes celebraron el contrato de permuta, y b) $450.000 mensuales desde el 29 de agosto de 2009 hasta cuando se cancele la deuda en las Empresas Públicas, a título de perjuicios porque no han podido arrendar ese bien.

A pesar de que la demanda no menciona la clase de responsabilidad que se les endilga a los demandados, de su contenido se infiere que la obligación cuyo cumplimiento reclaman, así como los perjuicios que pretenden les sean reconocidos, encuentran venero en una de naturaleza contractual, concretamente en un negocio de permuta que celebraron.
4.1 La jurisprudencia y doctrina han decantado que son elementos de esa clase de responsabilidad los siguientes: a) la existencia de contrato válido; b) el incumplimiento imputable al deudor contractual; c) el daño y d) la relación de causalidad entre los dos últimos.

Con la copia de la escritura pública No. 5.831 del 6 de noviembre de 2009, otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira, que atrás se mencionó, se acredita que los demandantes celebraron un contrato de permuta con el señor Gustavo Adolfo Niño Ocampo, por medio del cual los primeros transfirieron al segundo, los inmuebles con matrículas inmobiliarias Nos. 290-32641 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y Nos. 294-51130 y 294-51131 de la misma Oficina en el municipio de Dosquebradas. El último, por su parte, les traspasó el edificio que se identifica con matrícula inmobiliaria No. 290-44267 de la competente oficina de registro de esta ciudad
. Este último acto se encuentra inscrito en el competente registro
. La validez de ese convenio no ha sido controvertida.

El fundamento fáctico de la responsabilidad que endilgan los accionantes al demandado Niño Ocampo, es la existencia de una  deuda por concepto de servicios públicos, a su cargo, para la fecha en que se celebró aquella permuta, que afecta el inmueble que les entregó y que ascendía, para cuando se formuló la demanda, a $40.348.327. Reclaman su pago y como perjuicios, la suma de $450.000 mensuales, pues no han podido dar en arrendamiento la totalidad de ese bien.
El artículo 1955 del Código Civil define la permuta “como un contrato en que las partes se obligan mutuamente a dar una especie o cuerpo cierto por otro” y se entiende perfecto por el mero consentimiento, aunque, de recaer sobre bienes raíces es necesario perfeccionarlo por escritura pública. A tal contrato le son aplicables las normas de la compraventa, en lo que no se opongan a su naturaleza de acuerdo con el artículo 1958, disposición que además dice que cada permutante será considerado como vendedor de la cosa que da, y el justo precio de ella a la fecha del contrato se mirará como el precio que paga por lo que recibe a cambio. 
Así las cosas, de esa especie de contrato surgieron para el señor Niño Ocampo, en relación con el inmueble que entregó, las obligaciones que consagran los artículos 1605 y 1862 del Código Civil y además, para lo que al caso interesa, las de hacer la entrega o tradición y de saneamiento, tal como lo dispone el artículo 1880 de la misma obra.
Puede inferirse que, a juicio de los actores, el demandado incumplió esa última obligación, pues se expresó en el hecho tercero de la demanda que en el contrato de permuta se pactó que “los inmuebles permutados se entregaban a paz y salvo de toda clase de gravámenes y que saldrían al saneamiento del mismo en todos los casos de ley”.

En la cláusula cuarta de la escritura pública que contiene ese contrato, se consignó: “Expresan y así lo declaran los contratantes que los bienes que son objeto de esta permuta, los garantizan libres de censo, hipoteca, el inmueble se encuentra libre de embargo, pleito pendiente, demanda civil registrada, arrendamiento y patrimonio de familia inembargable consignado por escritura pública, condiciones resolutorias de dominio, limitaciones del mismo y en general, libre de todo gravamen, pero que en todo caso se comprometen a salir a su saneamiento conforme a la ley”. 

De conformidad con el artículo 1893 del Código Civil, “La obligación de saneamiento comprende dos objetos: amparar al comprador en el dominio y posesión pacífica de la cosa vendida, y responder de los defectos ocultos de ésta, llamados vicios redhibitorios.”; el 1894 dice que hay evicción de la cosa comprada cuando el comprador es privado del todo o parte de ella, por sentencia judicial y el 1914 define la acción redhibitoria como la que tiene el comprador para que se rescinda la venta o se rebaje proporcionalmente el precio por los vicios ocultos de la cosa vendida, raíz o mueble, llamados redhibitorios.

En relación con las obligaciones de saneamiento ha dicho la Corte Suprema de Justicia: 

“El enajenante, entonces, está obligado a entregar al comprador la cosa vendida, y a procurarle la pacífica posesión de ella para que pueda disponer de la misma tranquilamente y en toda su extensión, como señor y dueño, a fin de que pueda obtener la utilidad que persiguió al contratar. 

Esa posesión quieta y pacífica de la cosa vendida puede verse turbada por las pretensiones que tenga un tercero sobre su dominio, o por los reclamos que haga respecto de alguno de los derechos reales que pueden ejercitarse sobre ella y que comporten una limitación de su propiedad. En tales casos el vendedor está obligado a amparar al comprador en el dominio y posesión pacífica de la cosa vendida; y esa obligación recibe el nombre de saneamiento por evicción. 

Puede ocurrir, de igual modo, que el comprador sin ser perturbado en su dominio o posesión, no logre sacar de la cosa el provecho que se propuso al contratar, o que ésta no le sirva para el uso a que está destinada. En este evento tampoco puede decirse que el vendedor cumplió con su obligación, pues cuando el comprador pagó el precio, lo hizo con la intención de adquirir una cosa que tuviera las cualidades que le fueron ofrecidas y que le fuera completamente útil y servicial; de suerte que si hubiera conocido las deficiencias de que adolecía el bien, es casi seguro que no la habría comprado, o hubiera pagado por ella un precio menor. Por ello, es justo que el comprador tenga acción contra el vendedor para exigirle el saneamiento de los vicios ocultos, llamados redhibitorios…”


Surge de los anteriores argumentos que de la suma de dinero cuyo pago reclaman los actores, por concepto de los servicios públicos que se quedaron adeudando del inmueble que les entregó el señor Niño Ocampo, no puede predicarse que corresponda a las de saneamiento que consagra el artículo 1893 ya citado y que hacen parte de la naturaleza del contrato de permuta.

En efecto, no pretenden los demandantes se les ampare en la posesión del inmueble que recibieron porque sufrieran molestias en su derecho real de dominio ante la intervención de un tercero y se haya producido la evicción; tampoco alegaron estar en presencia de vicios redhibitorios, pues no se hace relación en la demanda a defectos ocultos de la cosa de las características que enlista el artículo 1915 del Código Civil.

Pero es que además el saneamiento por evicción a que es obligado el vendedor
 comprende: la restitución del precio, de las costas legales del contrato que hubiese satisfecho el otro contratante, del valor de los frutos que este hubiese sido obligado a restituir al dueño, de las costas que hubiese tenido que asumir a consecuencia de la demanda y el aumento de valor que la cosa evicta haya tomado en poder del adquirente, con algunas limitaciones, de conformidad con el artículo 1904 del Código Civil.

Por su parte, ante defectos ocultos de la cosa, el permutante afectado puede optar entre la acción de rescisión del contrato o la rebaja del precio en proporción a los vicios de la cosa de acuerdo con el artículo 1914 del mismo código.

En este caso la pretensión principal de la demanda tiene fin distinto, concretamente se dirige a obtener se condene a los demandados al pago de una suma de dinero, se repite, por concepto de la prestación de servicios públicos en el inmueble transferido a los actores y que se dejaron de cancelar. Por tanto, no puede hallarse en la cláusula cuarta del contrato de permuta, que se invoca como fuente de la obligación, la existencia de aquella que se reclama.
Tampoco en las demás estipulaciones de ese convenio, pues de su lectura surge evidente que ningún compromiso adquirió el señor Niño Ocampo respecto del pago a los demandantes de las sumas cuyo reconocimiento solicitan.
Y aunque en el parágrafo segundo de la referida escritura se expresó por el Notario ante quien se suscribió, que: “Se exhortó a los comparecientes de la conveniencia de presentar paz y salvo de los servicios públicos del inmueble objeto de esta compraventa de acuerdo a la instrucción administrativa no 10 del 01 del 25 de noviembre de 2004”, ninguno de los contratantes hizo manifestación adicional.
De otro lado, las cláusulas del contrato de permuta celebrado entre los contendientes se ofrecen claras, sin que por ende, deban ser interpretadas para encontrar en ellas obligaciones que no fueron pactadas.
Y no demuestra intención diferente a la que quedó plasmada en el documento que contiene esa convención, el testimonio del señor Martín Alonso Corrales Duque, hijo de los demandantes, quien adujo que los contratantes se habían comprometido a entregar los bienes permutados libres de “gravámenes, pleitos, hipotecas y que al cabo de un año se enteraron que “la propiedad que nos dio el señor Gustavo Niño debía a las empresas públicas como es el alcantarillado, alumbrado, aseo, una suma que superaba entre los quince o veinte millones de pesos…”; le solicitaron que solucionara ese problema, pero aún no lo ha hecho. Explicó de la edificación adquirida por los demandantes, estaban sin energía la bodega que ocupaba el señor Gustavo, quien puso una extensión desde el apartamento en el que vivía para “suplirse de energía”, de lo que se percataron con el pasar de los meses; también dos locales y por último afirmó que no se dieron cuenta de ese hecho cuando hicieron la negociación y sin energía estuvieron durante un año “hasta que nosotros pagamos”
. 
De las expresiones del citado señor se evidencia que desconocían los actores la existencia de una acreencia por concepto de servicios públicos para cuando suscribieron la permuta y por tanto, que su pago por el demandado no pudo ser obligación pactada en tal acto. 

Ninguna otra prueba se incorporó al proceso que acredite la existencia de una obligación como aquella que pretenden los demandantes, sea reconocida por sentencia judicial y sobre ellos pesaba la carga de la prueba de acuerdo con el artículo 1757 del Código Civil, según el cual “Incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquellas o esta".

En conclusión, como en el asunto bajo estudio no se acreditó que el demandado haya incurrido en responsabilidad de naturaleza contractual, ante la inexistencia de una obligación a cargo suyo, que insatisfecha justificara exigir su cumplimiento, no resultaba procedente acceder a la primera de las pretensiones de la demanda; tampoco a la segunda, en la que se reclamaban los perjuicios causados y sobre la que dejó de pronunciarse el juzgado se primera sede. 

No se comparte el argumento de la funcionaria de primera sede, en cuanto afirmó, para acceder a las pretensiones, que “Dentro de los usos y costumbres de un inmueble, hace parte en que tenga sus servicios públicos básicos y que se encuentre a paz y salvo por esos conceptos”, pues esos usos y costumbre, de ser tales, no se demostraron conforme lo ordena el artículo 189 del Código de Procedimiento Civil, “con documentos auténticos o con un conjunto de testimonios”.
Por lo anterior, ha de revocarse el fallo impugnado, excepto el ordinal primero que declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva en relación con el señor Gustavo Niño Sua; se negarán las pretensiones de la demanda y se condenará a los actores a pagar las costas causadas en ambas instancias.
Para la mayoría de la Sala no es del caso fijar agencias en derecho, por cuanto se trata de tema ajeno al recurso de apelación y por ende, se aplica el Código General del Proceso.
Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 29 de abril de 2014, en el proceso ordinario promovido por los señores Fabio Corrales López y María Nohemí Duque de Corrales, contra Gustavo Niño Sua y Gustavo Adolfo Niño Ocampo, excepto el ordinar primero que SE CONFIRMA. 
SEGUNDO: Se niegan las pretensiones de la demanda.

TERCERO.- Se condena a los demandantes a pagar las costas causadas en ambas instancias a favor de los demandados. 

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Con salvamento parcial de voto

DUBERNEY GRISALES HERRERA 

Con aclaración de voto
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS 
Pereira, Marzo 18 de 2016

SALVAMENTO PARCIAL DE  VOTO

Magistrada Ponente
: Claudia María Arcila Ríos

Expediente No.
         : 66001-31-03-003-2011-00369-01

Proceso          

: Ordinario

Demandantes  
         : Fabio Corrales López y otra 

Demandados              : Gustavo Niño Sua y otro

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia en la que actué como ponente, proferida el pasado 11 de marzo, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con la no fijación de agencias en derecho, con motivo de la condena en costas que se impuso a los demandantes.

A mi juicio, han debido tasarse porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la sentencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandada lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener  un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del  auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, como no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado, han debido establecerse las agencias en derecho en aquella providencia; además liquidarse y aprobarse las costas en esta sede, de acuerdo con los argumentos planteadas y tal como lo ha venido haciendo la Corte Suprema de Justicia, en providencias dictadas este año, en las que impuso condena en costas y ordenó además que fueran liquidadas por la Secretaria
.

Claudia María Arcila Ríos

Magistrada
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